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2.	 CONSIDERACIONES PARTICULARES SOBRE DERECHOS VIOLADOS Y 
TITULARES AFECTADOS

La Corte IDH ha señalado que el desplazamiento forzado implica una vulneración al derecho a la integridad 
personal en distintas formas. La afectación al derecho a la integridad personal se produce tanto por las circunstancias 
que conducen al desplazamiento forzado (miedo, angustia, agresiones) como por las condiciones en que vive la 
población desplazada (por ejemplo, falta de acceso a servicios básicos). De ahí la Corte ha derivado violaciones al 5.1 
y 5.2 de la CADH.

En cuanto al derecho a la protección de la familia, la Corte IDH ha destacado que el desplazamiento forzado 
muchas veces implica la fragmentación del núcleo familiar (art. 17 CADH), lo que constituye un incumplimiento por 
parte del Estado de su obligación de proteger a toda persona contra injerencias arbitrarias o ilegales en su familia.

En los casos de desplazamiento forzado, se constata que hay una afectación particularmente grave del derecho 
de propiedad (art. 21 CADH), ya que no sólo hay privación de bienes materiales de la población, sino que también hay 
una pérdida de todo referente social de las personas, existiendo una alteración de las condiciones básicas de existencia. 
Asimismo, la Corte IDH señala que también a través de dichos actos se vulnera el derecho a la vida privada, al existir 
injerencias abusivas de la vida privada y domicilio (art. 11 CADH).

La Corte IDH se ha referido de manera particular a la situación en que se encuentran ciertos titulares de 
derechos en contextos de desplazamiento forzado. Específicamente, ha señalado que las mujeres y niños y niñas se 
encuentran en una situación de vulnerabilidad acentuada, lo que exige al Estado tomar medidas especiales. Respecto 
a los pueblos indígenas, esta vulnerabilidad se acrecienta por la especial relación que tienen los pueblos con las tierras 
de las cuales han sido desplazados.

2.1 Derechos violados

	 2.1.1 Desplazamiento como violación al derecho a la integridad personal (art. 5 CADH)

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de junio de 2005

93.	 La falta de cumplimiento de esta obligación ha impedido a los miembros de la comunidad Moiwana honrar 
adecuadamente a sus seres queridos fallecidos y ha implicado la separación forzosa de éstos de sus tierras 
tradicionales, situaciones que afectan los derechos de estos miembros consagrados en el artículo 5 de la 
Convención. Además, se ha afectado la integridad personal de los miembros de la comunidad por el sufrimiento 
que les ha causado la obstaculización, a pesar de sus esfuerzos persistentes, para obtener justicia por el ataque 
a su aldea, particularmente a la luz del énfasis de los N’djuka en sancionar apropiadamente las violaciones 
cometidas. […]

Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 200614

159.	 Asimismo, es necesario destacar que luego de los hechos de enero de 1990, varios habitantes de Pueblo Bello han 
salido de Colombia o se vieron desplazados de dicho corregimiento […], debido al miedo y angustia ocasionados 
por los hechos y a la situación posterior, y han enfrentado los efectos del fenómeno del desplazamiento forzado 
interno. Algunos de ellos han tenido que regresar contra su voluntad por no encontrar medios de subsistencia 
fuera de esta localidad. 

14	 Los hechos del presente caso sucedieron entre el 13 y 14 de enero de 1990. Un grupo de aproximadamente 60 hombres fuertemente armados, 
pertenecientes a una organización paramilitar llegaron al corregimiento de Pueblo Bello. Los paramilitares saquearon algunas viviendas y secuestraron 
a un grupo de personas, quienes finalmente fueron asesinados. 

	 Se interpusieron una serie de recursos a fin de que se inicien las investigaciones y se sancionen a los responsables. Sin embargo, no se tuvieron mayores 
resultados.
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160.	 Como se observa, los familiares de las personas presuntamente desaparecidas y privadas de la vida han sufrido 
graves daños como consecuencia de los hechos de enero de 1990, de la desaparición y/o privación de la vida de 
las mismas, por la falta de eficacia en la búsqueda de los cuerpos de los desaparecidos y, en algunos casos, por 
el miedo de vivir en Pueblo Bello. Todo lo anterior, además de haber afectado su integridad física, psíquica y 
moral, ha impactado sus relaciones sociales y laborales, ha alterado la dinámica de sus familias […]. 

161.	 Más allá de lo anterior, el hecho de que aún hoy, dieciséis años después de sucedidos los hechos, 37 de esas 43 
personas continúen desaparecidas, ha ocasionado que los familiares no hayan contado con la posibilidad de 
honrar apropiadamente a sus seres queridos fallecidos. En casos que involucraban la desaparición forzada de 
personas, el Tribunal ha afirmado que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares 
de la víctima es una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento 
por el hecho mismo, que se acrecienta por no haber sido establecida toda la verdad de los hechos y como un 
efecto de la impunidad parcial.  

162.	 Así, la Corte estima que los familiares inmediatos individualizados en este proceso deben ser considerados a 
su vez como víctimas de la violación del derecho a la integridad personal, consagrado en el artículo 5.1 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013

321. 	 Se encuentra demostrado que entre 150 y 320 familias desplazadas a finales de febrero de 1997 fueron albergadas 
en el Coliseo de Turbo y en dos albergues construidos con ayuda de agencias internacionales y recursos del 
gobierno a través de la entonces Red de Solidaridad Social […]. La mayoría de estas familias permanecieron 
en Turbo y en la hacienda El Cacique - Bahía Cupica (Chocó), por más de dos años. Numerosas familias se 
vieron fragmentadas o separadas como consecuencia del desplazamiento. Se ha podido constatar también que 
en Turbo las condiciones de vida de los desplazados se caracterizaron por el hacinamiento, falta de privacidad, 
carencia de servicios básicos de salud, alimentación desequilibrada e insuficiente, insuficiencia y mala calidad 
del agua. En noviembre de 1997 se suspendió oficialmente la ayuda a 75 familias “por falta de fondos”. Todo 
lo anterior condujo a la multiplicación de enfermedades y llevó a riesgos de epidemia. Del mismo modo, el 
Tribunal pudo constatar que las medidas tomadas por el Estado en materia de protección de la población 
fueron insuficientes […].

323.	 Las medidas de asistencia básicas proporcionadas por el Estado durante el período del desplazamiento fueron 
insuficientes, toda vez que las condiciones físicas y psíquicas que debieron enfrentar durante casi cuatro años no 
son acordes con estándares mínimos exigibles en este tipo de casos. El hacinamiento, la alimentación, el suministro 
y manejo del agua, así como la falta de adopción de medidas en materia de salud evidencian incumplimiento de 
las obligaciones estatales de protección con posterioridad al desplazamiento, con la consecuencia directa de la 
vulneración del derecho a la integridad personal de quienes sufrieron el desplazamiento forzado.

324.	 Por ende, el Estado ha incumplido sus obligaciones de garantizar la asistencia humanitaria y un retorno seguro, 
en el marco del derecho de circulación y residencia, y la protección del derecho a la integridad personal, 
reconocidos en los artículos 22.1 y 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de las comunidades del Cacarica que estuvieron en situación de desplazamiento 
forzado durante un período de tres a cuatro años.

	 2.1.2	  Violación del derecho a la protección de la familia y a la no intervención ilegítima del 
Estado (art. 17 CADH)

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010

161.	 Asimismo, los hermanos Chitay Rodríguez se vieron imposibilitados de gozar de la convivencia familiar ante 
el temor fundado que tenían de regresar a su lugar de origen por lo sucedido, inclusive por la desaparición de 
otros familiares, y debido a la necesidad de alimentarse y educarse. Por lo tanto, tuvieron que crecer separados 
dado que mientras la madre regresó a San Martín Jilotepeque con Estermerio y María Rosaura, Encarnación 
tuvo que quedarse trabajando en la capital, su hermano Pedro fue internado en un seminario y Eliseo se fue 
a ayudar a una tía en la capital. Este Tribunal nota que esta situación de ruptura de la estructura familiar se 
refleja hasta el día de hoy, ya que en la actualidad los tres hermanos menores viven en el extranjero y sólo los 
dos mayores en su país de origen […]. 
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162.	 La Corte toma en cuenta que la desaparición forzada tenía como propósito castigar no sólo a la víctima sino 
también a su familia y a su comunidad […]. En el presente caso, el Tribunal considera que la desaparición 
de Florencio Chitay agravó la situación de desplazamiento y desarraigo cultural que sufrió su familia. Así, el 
desarraigo de su territorio afectó de forma particularmente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez 
por su condición de indígenas mayas.

 
163.	 En razón de las consideraciones previas y el allanamiento del Estado, la Corte estima que existió una afectación 

directa a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por las constantes amenazas y persecuciones que sufrieron 
sus miembros, el desplazamiento de que fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del 
núcleo familiar y la pérdida de la figura esencial del padre, a raíz de la desaparición de Florencio Chitay, lo cual 
se vio agravado en el contexto del caso, que subsistió hasta después del 9 de marzo de 1987, lo que constituye 
un incumplimiento por parte del Estado de su obligación de proteger a toda persona contra in[j]erencias (sic) 
arbitrarias o ilegales en su familia. En consecuencia, la Corte considera que el Estado es responsable por la 
violación del derecho a la protección de la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de de Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María Rosaura, 
todos de apellidos Chitay Rodríguez.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica  (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013

325. 	 La Corte ha señalado en otros casos que el derecho a la protección de la familia conlleva, entre otras obligaciones, 
la de favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y fortaleza del núcleo familiar. En el presente caso, la 
Corte constata que hay elementos de información sobre las condiciones de hacinamiento, la falta de privacidad 
de las personas, y la afectación de las estructuras familiares […]. De lo anterior surge que, durante el período 
en que duró la situación de desplazamiento de las comunidades del Cacarica, el Estado no tomó las medidas 
positivas necesarias para la debida protección e integridad de las familias desplazadas, las cuales se vieron 
fragmentadas o separados sus miembros.

	 2.1.3 Especial gravedad de la violación al derecho a la vida privada (art. 11 CADH) y/o a la 
propiedad (art. 21 CADH)

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006

177.	 Asimismo, este Tribunal ha tenido como demostrado, y el Estado ha reconocido […], que antes de retirarse de 
El Aro, los paramilitares destruyeron e incendiaron gran parte de las casas del casco urbano, quedando a salvo 
sólo una capilla y ocho viviendas […], con el fin de causar terror y el desplazamiento de la población. 

182.	 Este Tribunal también considera que la quema de las viviendas de El Aro constituye una grave vulneración de un 
bien indispensable para la población. El propósito de la quema y destrucción de los hogares de los pobladores 
de El Aro era instituir terror y causar el desplazamiento de éstos, para así obtener una victoria territorial en 
la lucha en contra de la guerrilla en Colombia […]. Por tales motivos, el efecto que tuvo la destrucción de los 
hogares fue la pérdida, no solo de bienes materiales, sino de todo referente social de personas que, en algunos 
casos, habían residido todas sus vidas en dicho poblado.  La destrucción de sus hogares, además de constituir 
una gran pérdida de carácter económico, causó en los pobladores una pérdida de sus más básicas condiciones 
de existencia, lo cual hace que la violación al derecho a la propiedad en este caso sea de especial gravedad.

197.	 En el presente caso, reconociendo los avances en esta materia en el derecho internacional de los derechos 
humanos, y por las consideraciones anteriores, la Corte estima que la destrucción por parte de los paramilitares, 
con la colaboración del Ejército colombiano, de los domicilios de los habitantes de El Aro, así como de las 
posesiones que se encontraban en su interior, además de ser una violación del derecho al uso y disfrute de los 
bienes, constituye asimismo una grave, injustificada y abusiva injerencia en su vida privada y domicilio. Las 
presuntas víctimas que perdieron sus hogares perdieron también el lugar donde desarrollaban su vida privada. 
Por lo anterior, el Tribunal considera que el Estado colombiano incumplió con la prohibición de llevar a cabo 
injerencias arbitrarias o abusivas en la vida privada y el domicilio. 

200.	 Por todo lo anterior, esta Corte considera que el Estado es responsable por la violación de los derechos 
consagrados en:

a)	 el artículo 21 (Derecho a la Propiedad Privada) de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la misma, en perjuicio de las cincuenta y nueve (59) 
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personas que perdieron bienes en El Aro, quienes se encuentran señaladas en el Anexo III de esta 
Sentencia; y

b)	 el artículo 11.2 (Protección de la Honra y de la Dignidad) de la Convención, en relación con 
los artículos 21 (Derecho a la Propiedad Privada) y 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de 
la misma, en perjuicio de las cuarenta y tres (43) personas cuyos domicilios fueron destruidos en 
El Aro, quienes se encuentran señaladas en el Anexo III de este fallo.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas  de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2013

346.	 El Tribunal recuerda que en el contexto del derecho de propiedad de miembros de los pueblos indígenas, el 
artículo 21 de la Convención protege la vinculación estrecha que los pueblos indígenas y otras comunidades 
o pueblos tribales, como pueden ser las afrodescendientes, guardan con sus tierras, así como con los recursos 
naturales de los territorios ancestrales y los elementos incorporales que se desprendan de ellos. Debido 
precisamente a esa conexión intrínseca que los integrantes de los pueblos indígenas y tribales tienen con 
su territorio, la protección del derecho a la propiedad, uso y goce sobre éste es necesaria para garantizar su 
supervivencia.

349.	 Según la Norma 7 de Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario, “las partes en [un] conflicto 
deberán hacer en todo momento la distinción entre bienes de carácter civil y objetivos militares. Los ataques 
sólo podrán dirigirse contra objetivos militares. Los bienes de carácter civil no deben ser atacados”15. Asimismo, 
la Norma 133 estipula que “deberán respetarse los derechos de propiedad de las personas desplazadas”16. El 
principio 21.3 de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Desplazamiento Forzado indica que la 
“propiedad y las posesiones que hayan abandonado los desplazados internos serán objeto de protección contra 
la destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales”17. 

350.	 La Corte también ha estimado en otros casos que, por las circunstancias en que tuvieron lugar los hechos y en 
especial por la condición socio-económica y de vulnerabilidad de las presuntas víctimas, los daños ocasionados 
a su propiedad pueden tener un efecto y magnitud mayores que los que hubiesen tenido para otras personas o 
grupos en otras condiciones. 

352.	 La Corte constata que la destrucción de los hogares de los pobladores de las comunidades de la cuenca del río 
Cacarica, además de constituir una gran pérdida de carácter económico, causó en los pobladores una pérdida 
de sus condiciones básicas de existencia, lo cual hace que la violación al derecho a la propiedad en este caso 
sea de especial gravedad. En este sentido, la Corte Constitucional colombiana ha establecido que “la propiedad 
debe ser considerada como un derecho fundamental, siempre que ella se encuentre vinculada de tal manera 
al mantenimiento de unas condiciones materiales de existencia, que su desconocimiento afecte el derecho a la 
igualdad y a llevar una vida digna”18. 

353.	 Por último, el Tribunal nota que si bien la Comisión y los representantes alegaron la violación del derecho a 
la propiedad privada por las destrucciones ocasionadas durante las incursiones paramilitares, así como por 
los daños que se habrían producido por el desuso de esos bienes y por la pérdida del usufructo de los mismo, 
“en perjuicio de los miembros de las comunidades afrodescendientes del Cacarica asociadas en CAVIDA y las 
mujeres cabeza de familia que habitan en Turbo”, también es cierto que no individualizaron a las víctimas ni 
identificaron los bienes que les habrían sido arrebatados a cada una de las personas o comunidades desplazadas. 
Sin embargo, teniendo en cuenta las circunstancias particulares del caso, el contexto en el cual ocurrieron los 
hechos y el hecho que el Estado no controvierte las consideraciones de derecho relacionadas con la presenta 
violación a este derecho, el Tribunal considera que el Estado es responsable por los actos relacionados con 

15	 Corte IDH. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 259, párr. 271. Además son normas de Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario relevantes en el presente caso: “Norma 8. Por 
lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a aquellos bienes que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan 
eficazmente a la acción militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstancias del caso, una ventaja militar 
definida. Norma 9. Son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares. Norma 10. Los bienes de carácter civil gozan de protección 
contra los ataques, salvo si son objetivos militares y mientras lo sean”. Henkaerts, Jean – Marie, Doswald – Beck Louise, El derecho internacional 
humanitario consuetudinario, volumen I, normas, CICR, Buenos Aires, 2007, pp. 29 a 41.

16	 Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia, párr. 272.
17	 Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Informe del Representante del Secretario General, Sr. Francis M. Deng, presentado con arreglo a 

la resolución 1997/39 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN°4/1998/53/Add.2, 11 de febrero de 1998. Anexo: Principios Rectores de los 
desplazamientos internos.

18	 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia No. T-506/92 de 21 de agosto de 1992, Sentencia citada en el caso Caso de las Masacres de Ituango Vs. 
Colombia.  Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148, párr. 181
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incursiones paramilitares que causaron o propiciaron la violación del derecho a la propiedad colectiva, 
contenido en el artículo 21 de la Convención, en perjuicio de los miembros de las comunidades desplazadas del 
Cacarica.

	 2.1.4	 El desplazamiento como una forma de violación del artículo 22 de la CADH bajo 
hipótesis de afectación directa (desplazamiento) y de facto (no generar condiciones para retorno).

La Corte IDH ha señalado que una interpretación evolutiva del artículo 22 de la CADH permite sostener que 
esta disposición protege el derecho a no ser desplazado forzadamente. Por otra parte, la Corte IDH sostiene que este 
derecho no sólo puede ser vulnerado por existir restricciones formales o legales a la circulación de la población, sino 
que también por condiciones de facto que impidan a la población desplazarse libremente.

	 2.1.4.1 	 Desplazamiento como violación directa del artículo 22 de la CADH 

Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005

187.	 En este sentido, el Tribunal ha señalado que los términos de un tratado internacional de derechos humanos 
tienen sentido autónomo, por lo que no pueden ser equiparados al sentido que se les atribuye en el derecho 
interno. Además, dichos tratados de derechos humanos son instrumentos vivos cuya interpretación tiene que 
adecuarse a la evolución de los tiempos y, en particular, a las condiciones de vida actuales.  

188.	 Mediante una interpretación evolutiva del artículo 22 de la Convención, tomando en cuenta las normas 
de interpretación aplicables y de conformidad con el artículo 29.b de la Convención −que prohíbe una 
interpretación restrictiva de los derechos−, esta Corte considera que el artículo 22.1 de la Convención protege 
el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte en la misma. Para efectos del presente 
caso, esto también ha sido reconocido por dicha Corte Constitucional de Colombia al interpretar el contenido 
del derecho constitucional a escoger su lugar de domicilio, “en la medida en que para huir del riesgo que pesa 
sobre su vida e integridad personal, los desplazados se ven forzados a escapar de su sitio habitual de residencia 
y trabajo”19. En el mismo sentido: Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 
2006, párr.207 y Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la cuenca del Río Cacarica 
(Operación Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 20 de noviembre de 2013, párr.219.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006

208.	 Como ha sido comprobado […], los hechos del presente caso se enmarcan en una situación generalizada de 
desplazamiento forzado interno que afecta a Colombia y que es causada por el conflicto armado interno. Por tal 
motivo, antes de determinar si dichos hechos constituyen una violación por parte del Estado del artículo 22 de 
la Convención en perjuicio de las personas presuntamente desplazadas por los hechos en La Granja y El Aro, la 
Corte estima necesario analizar, como lo ha hecho en otros casos, la problemática del desplazamiento forzado 
a la luz del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como la 
manifestación de dicho fenómeno en el contexto del conflicto armado interno que vive Colombia.

209.	 Al respecto, la Corte considera que los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos emitidos en 1998 
por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas resultan particularmente relevantes para 
definir el contenido y alcance del artículo 22 de la Convención en un contexto de desplazamiento interno. 
Además, dada la situación del conflicto armado interno en Colombia, también resultan especialmente útiles 
las regulaciones sobre desplazamiento contenidas en el Protocolo II a los Convenios de Ginebra de 1949. 
Específicamente, el artículo 17 del Protocolo II prohíbe ordenar el desplazamiento de la población civil por 
razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones 
militares imperiosas y, en este último caso, se deberán adoptar “todas las medidas posibles para que la población 
civil sea acogida en condiciones satisfactorias de alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación”. 
En este sentido, la Corte Constitucional de Colombia ha considerado que, “en el caso colombiano, además, la 
aplicación de esas reglas por las partes en conflicto se revela particularmente imperiosa e importante, puesto 
que el conflicto armado que vive el país ha afectado de manera grave a la población civil, como lo demuestran, 
por ejemplo, los alarmantes datos sobre desplazamiento forzado de personas”20.  

19	 Sentencia T-025/04 de 22 de enero de 2004, emitida por la Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional (expediente de anexos a los alegatos finales 
presentados por los representantes, tomo I, folio 5156).

20	 Sentencia C-225/95 de 18 de mayo de 1995, emitida por Corte Constitucional, párr. 33.
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	 2.1.4.2 	 Desplazamiento como violación de facto del artículo 22 de la CADH al no 
generar condiciones para el retorno

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de junio de 2005

111.	 De particular relevancia para el presente caso resultan los Principios Rectores emitidos en 1998 por el 
Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los desplazados internos, los 
cuales se basan en la normativa internacional de derechos humanos y de derecho internacional humanitario. La 
Corte considera que varias de estas directrices iluminan el contenido y alcance del artículo 22 de la Convención 
en el contexto de desplazamiento interno. Para los fines del presente caso, el Tribunal enfatiza los siguientes 
principios:

1.1.	 Los desplazados internos disfrutarán en condiciones de igualdad de los mismos derechos y 
libertades que el derecho internacional y el derecho interno reconocen a los demás habitantes del 
país.  No serán objeto de discriminación alguna en el disfrute de sus derechos y libertades por el 
mero hecho de ser desplazados internos.

5.	 Todas las autoridades y órganos internacionales respetarán y harán respetar las obligaciones 
que les impone el derecho internacional, incluidos los derechos humanos y el derecho humanitario, 
en toda circunstancia, a fin de prevenir y evitar la aparición de condiciones que puedan provocar 
el desplazamiento de personas.

8.	 El desplazamiento no se llevará a cabo de forma que viole los derechos a la vida, dignidad, 
libertad y seguridad de los afectados. 

9.	 Los Estados tienen la obligación específica de tomar medidas de protección contra los 
desplazamientos de pueblos indígenas, minorías, campesinos, pastores y otros grupos que tienen 
una dependencia especial de su tierra o un apego particular a la misma.

14.1.	 Todo desplazado interno tiene derecho a la libertad de circulación y a la libertad de escoger 
su residencia.

28.1.	 Las autoridades competentes tienen la obligación y responsabilidad primarias de establecer 
las condiciones y proporcionar los medios que permitan el regreso voluntario, seguro y digno, 
de los desplazados internos a su hogar o su lugar de residencia habitual, o su reasentamiento 
voluntario en otra parte del país. Esas autoridades tratarán de facilitar la reintegración de los 
desplazados internos que han regresado o se han reasentado en otra parte.

119.	 La Corte nota que Suriname ha objetado que los miembros de la comunidad hayan sufrido restricciones a su 
circulación o residencia; al respecto, el Estado afirma que pueden circular libremente a través del territorio del 
país. Sin perjuicio de que pueda existir en Suriname una norma que establezca este derecho, sobre lo cual esta 
Corte no ve necesidad de pronunciarse, en este caso la libertad de circulación y de residencia de los miembros 
de la comunidad se encuentra limitada por una restricción de facto muy precisa, que se origina en el miedo 
fundado descrito anteriormente, que los aleja de su territorio ancestral.

120.	 Por tanto, el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permitirían a los miembros 
de la comunidad regresar voluntariamente, en forma segura y con dignidad, a sus tierras tradicionales, con 
respecto a las cuales tienen una dependencia y apego especiales –dado que objetivamente no hay ninguna 
garantía de que serán respetados sus derechos humanos, particularmente los derechos a la vida e integridad 
personal. Al no establecer tales elementos– incluyendo, sobre todo, una investigación penal efectiva para poner 
fin a la impunidad reinante por el ataque de 1986 – Suriname no ha garantizado a los miembros de la comunidad 
su derecho de circulación y residencia.  Asimismo, el Estado ha privado efectivamente a los miembros de la 
comunidad que todavía se encuentran exiliados en la Guyana Francesa de sus derechos a ingresar a su país y 
permanecer en él.

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010

150.	 Por tanto, si bien no consta que Guatemala ha restringido de manera formal la libertad de circulación y de 
residencia de los miembros del núcleo familiar de Florencio Chitay, la Corte estima que en este caso dicha 
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libertad se encuentra limitada por una grave restricción de facto, que se origina en las amenazas y hostigamientos 
que han provocado su partida, así como el temor fundado generado por todo lo ocurrido a su padre, otros 
familiares y miembros de la comunidad, aunado a la falta de investigación y enjuiciamiento de los responsables 
de los hechos, lo que los ha mantenido alejados de su comunidad. El Estado ha incumplido también con el deber 
de garantía de este derecho, ya que además de propiciar su desplazamiento no ha establecido las condiciones ni 
ha provisto los medios que permitirían a los miembros de la familia Chitay Rodríguez regresar de forma segura 
y con dignidad a su comunidad, con la que tienen un vínculo cultural especial. Finalmente, el Estado no ha 
otorgado una reparación integral que restituya los derechos vulnerados y garantice, entre otras medidas, la no 
repetición de los hechos ante tal situación.

Caso de las Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4 de septiembre de 2012

172.	 El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residencia. En este sentido, la Corte 
ha establecido en otros casos que este artículo también protege el derecho a no ser desplazado forzadamente 
dentro de un Estado Parte. 

174.	 Este Tribunal ha establecido que en razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de 
la amplia gama de derechos humanos que afecta o se ponen en riesgo, y en atención a las circunstancias de 
especial vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede 
ser entendida como una condición de facto de desprotección. Esta situación, conforme a la Convención 
Americana, obliga a los Estados a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su referida 
condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis las actuaciones y prácticas de terceros 
particulares.  

175.	 En este sentido, esta Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado 
por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permiten 
ejercerlo, por ejemplo cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee 
las garantías necesarias, para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso 
cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales.

176.	 Por otro lado, la Corte observa que los mencionados Principios Rectores establecen obligaciones para los 
Estados relativas al regreso, al reasentamiento y la reintegración de los desplazados internos, inter alia:

Principio 28.1. Las autoridades competentes tienen la obligación y responsabilidad primarias de 
establecer las condiciones y proporcionar los medios que permitan el regreso voluntario, seguro y 
digno de los desplazados internos a su hogar o su lugar de residencia habitual, o su reasentamiento 
voluntario en otra parte del país. […]. 

Principio 28.2. Se harán esfuerzos especiales por asegurar la plena participación de los desplazados 
internos en la planificación y gestión de su regreso o de su reasentamiento y reintegración. […]

Principio 29.2. Las autoridades competentes tienen la obligación y la responsabilidad de prestar 
asistencia a los desplazados internos que hayan regresado o se hayan reasentado en otra parte, 
para la recuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades o posesiones que abandonaron 
o de las que fueron desposeídos cuando se desplazaron. Si esa recuperación es imposible, las 
autoridades competentes concederán a esas personas una indemnización adecuada u otra forma 
de reparación justa o les prestarán asistencia para que la obtengan.

Caso Masacres de el Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
octubre de 2012

186.	 El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residencia. 

	 En esta línea, la Corte considera que esta norma protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de 
un Estado Parte o a no tener que salir forzadamente fuera del territorio del Estado en el cual se halle legalmente. 
Asimismo, este Tribunal ha señalado en forma reiterada que la libertad de circulación es una condición 
indispensable para el libre desarrollo de la persona. De igual forma, el Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas en su Comentario General No. 27 en cuanto al contenido de este derecho, el cual consiste, 
inter alia, en: a) el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en 
ese Estado y escoger su lugar de residencia, lo cual incluye la protección contra toda forma de desplazamiento 
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interno forzado; y b) el derecho de una persona a ingresar a su país y permanecer en él. El disfrute de este 
derecho no depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea circular o permanecer 
en un lugar.

193.	 En el presente caso, y según se desprende de los testimonios recibidos, han sido comprobadas situaciones de 
desplazamiento masivas provocadas justamente a raíz del conflicto armado y la desprotección sufrida por la 
población civil debido a su asimilación a la guerrilla, así como en lo que atañe al presente caso, a consecuencia 
directa de las masacres ocurridas entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 y de las circunstancias verificadas 
en forma concomitante como parte de la política estatal de tierra arrasada, todo lo cual provocó que los 
sobrevivientes se vieran obligados a huir de su país al ver su vida, seguridad o libertad amenazadas por la 
violencia generalizada e indiscriminada. El Tribunal concluye que el Estado es responsable por la conducta 
de sus agentes que causó los desplazamientos forzados internos y hacia la República de Honduras. Además, 
el Estado no brindó las condiciones o medios que permitieran a los sobrevivientes regresar de forma digna 
y segura. Como ha establecido esta Corte con anterioridad, la falta de una investigación efectiva de hechos 
violentos puede propiciar o perpetuar el desplazamiento forzado. Por tanto, el Tribunal estima que en este caso 
la libertad de circulación y de residencia de los sobrevivientes de las masacres se encontró limitada por graves 
restricciones de facto, que se originaron en acciones y omisiones del Estado, lo cual constituyó una violación del 
artículo 22.1 de la Convención. 

Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014

166.	 La Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado de manera formal o 
por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permiten 
ejercerlo. Un ejemplo de lo anterior ocurre cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el 
Estado no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se 
trate, incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales. Asimismo, la Corte ha 
indicado que la falta de una investigación efectiva de hechos violentos puede propiciar o perpetuar un exilio o 
desplazamiento forzado.

171.	 En definitiva, aun cuando no consta en la prueba el período específico de tiempo en que habrían permanecido en 
México, se desprende que B.A., su madre C.A., y sus hijos L.A. y N.A., iniciaron en México, y dieron seguimiento 
en aquél país, a los trámites de solicitudes de refugio, y que al menos el 6 de julio de 2005 obtuvieron la calidad 
de “no inmigrante refugiado”, otorgándoseles el permiso para permanecer en ese país. Por tanto, es evidente que 
permanecieron por un período de tiempo en México. Por otro lado, del acervo probatorio se desprende que, en 
el mes de febrero de 2006, C.A., B.A. y sus hijos L.A. y N.A. ya se encontraban en el Municipio de Santa Lucía 
Cotzumalguapa y que permanecieron en ese lugar, en donde alquilaron una vivienda. Es decir, después de salir 
de la Aldea Cruce de la Esperanza el 31 de diciembre de 2004, no volvieron a regresar a su lugar de residencia 
habitual […]. 

172.	 En consecuencia, la Corte considera que, tras la muerte del señor A.A., el Estado no proporcionó medidas de 
protección adecuadas para garantizar que los miembros de la familia A mencionados no se vieran obligados a 
desplazarse dentro de Guatemala o hacia México. 

176.	 Para la Corte dos aspectos son fundamentales en cuanto a las alegadas medidas de seguridad y protección 
estatal que fueron ofrecidas. En primer lugar, el ofrecimiento concreto fue realizado en el año de 2008, es decir, 
al menos tres años después de que la familia A se vio obligada a desplazarse. Por tanto, durante dicho período, es 
claro que el Estado incumplió con su deber de proveer las condiciones necesarias para facilitar a dichas personas 
un retorno voluntario a sus lugares de residencia. En segundo lugar, si bien la información proporcionada por 
las representantes permite aclarar que en el año 2008 el Estado ofreció, al menos, la “asignación de protección 
personal, de puesto fijo y vigilancia perimetral” […], no consta en el acervo probatorio la manera en que dichas 
medidas serían implementadas en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como su duración. 
En consecuencia, no es posible determinar si las mismas tendrían la finalidad de permitir un retorno voluntario, 
digno y seguro al lugar de residencia habitual, o bien, la de garantizar protección en el lugar en que habían 
permanecido fuera de la Aldea Cruce de la Esperanza, ni la manera en que se garantizaría la participación 
plena de las víctimas en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. Tampoco se desprende si dichas 
medidas se implementarían a favor únicamente de B.A., o bien, incluirían a su madre C.A., a sus hijos L.A. y 
N.A., a su hermana E.A., y a los hijos de ésta, J.A. y K.A.
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177.	 La falta de prueba que controvierta la inefectividad de las alegadas medidas de seguridad y protección estatal que 
fueron ofrecidas, aunado a la declaración de B.A. y la ausencia de información por parte del Estado, permiten 
a la Corte concluir que el Estado no adoptó medidas suficientes y efectivas para garantizar a los integrantes 
de la familia A desplazados forzadamente, un retorno digno y seguro a sus lugares de residencia habitual o 
un reasentamiento voluntario en otra parte del país, asegurando su participación plena en la planificación y 
gestión de un proceso de regreso o reintegración.

2.2. Titulares afectados

	 2.2.1	 Situación de vulnerabilidad acentuada de mujeres, niños, niñas y personas de la tercera 
edad

Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005

175.	 Los motivos y las manifestaciones de la vulnerabilidad acentuada en los desplazados han sido caracterizados 
desde diversas perspectivas. Dicha vulnerabilidad es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 
con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazadas, niñas y niños, jóvenes y personas de la tercera edad. La crisis del desplazamiento interno provoca 
a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos de desplazados internos se convierten en un nuevo foco 
o recurso de reclutamiento para los propios grupos paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla. El retorno 
de los desplazados a sus hogares carece, en muchos casos, de las condiciones necesarias de seguridad y de 
dignidad para ellos y, dentro de los efectos nocivos de los reasentamientos que provoca el desplazamiento 
forzado interno, además de graves repercusiones psicológicas en ellos, se han destacado (i) la pérdida de la 
tierra y de la vivienda, (ii) la marginación, (iii) la pérdida del hogar, (iv) el desempleo, (v) el deterioro de las 
condiciones de vida, (vi) el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, (vii) la pérdida del acceso a 
la propiedad entre comuneros, (viii) la inseguridad alimentaria, y (ix) la desarticulación social, así como el 
empobrecimiento y el deterioro acelerado de las condiciones de vida […]. 

186.	 En conclusión, la Corte observa que la situación de desplazamiento forzado interno que han enfrentado los 
familiares de las víctimas no puede ser desvinculada de las otras violaciones declaradas en la presente Sentencia. 
Las circunstancias del presente caso y la especial y compleja situación de vulnerabilidad que afecta a dichas 
personas, incluyen pero trascienden el contenido de la protección debida por los Estados en el marco del artículo 
22 de la Convención. En efecto, el desplazamiento de esos familiares tiene origen en la desprotección sufrida 
durante la masacre y revela sus efectos en las violaciones a su integridad personal […]  y en las consecuencias de 
las faltas al deber de investigar los hechos, que han derivado en impunidad parcial […]. Además, fue analizada 
la violación del artículo 19 de dicho instrumento por la desprotección a que se han visto sometidos quienes 
eran niños y niñas al momento de ser desplazados o mantienen esa condición actualmente […]. El conjunto 
de estos elementos llevan al Tribunal a considerar que, más allá del contenido normativo del artículo 22 de la 
Convención, la situación de desplazamiento analizada también ha afectado el derecho de los familiares de las 
víctimas a una vida digna, en relación con el incumplimiento de las obligaciones de respeto y garantía de los 
derechos consagrados en esas normas. En el mismo sentido: Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. 
Sentencia de 1 de julio de 2006, párr. 234.

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006

212.	 La vulnerabilidad acentuada de los desplazados es reforzada por su proveniencia rural y, en general, afecta 
con especial fuerza a mujeres, quienes son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población 
desplazada. La crisis del desplazamiento interno provoca a su vez una crisis de seguridad, dado que los grupos 
de desplazados internos se convierten en un nuevo foco o recurso de reclutamiento para los propios grupos 
paramilitares, de narcotráfico y de la guerrilla. 

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010

171.	 De lo expuesto anteriormente, la Corte constata que el desplazamiento forzado, la fragmentación familiar y el 
desarraigo cultural que sufrieron Encarnación, Pedro, Eliseo, Estermerio y María Rosaura, de apellidos Chitay 
Rodríguez constituyen vulneraciones a los derechos de circulación y de residencia y la protección a la familia, 
así como a la protección de los niños respecto de los tres últimos. Por lo tanto, el Tribunal considera que el 
Estado es responsable de la violación de los artículos 22 y 17 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Encarnación y Pedro, ambos de apellidos Chitay Rodríguez.  Asimismo, 
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es responsable de la violación de los artículos 22, 17 y 19 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio de Eliseo, Estermerio y María Rosaura, todos de apellidos Chitay Rodríguez.

Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la cuenca del Río Cacarica Vs. Colombia (Operación 
Génesis) Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre 
de 2013

329.	 Con respecto a las condiciones en los lugares de desplazamiento, la Corte ha podido comprobar que el Estado 
realizó una serie de acciones encaminadas a brindar asistencia a las comunidades una vez que retornaron al 
Cacarica […]. En particular, el Estado brindó información completa relacionada con la asistencia brindada a 
las Comunidades de Paz. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal también ha observado que las personas que se 
encontraban en los lugares de desplazamiento padecieron, durante un período mínimo de tres años, distintos 
tipos de carencias y violaciones a su derecho a la integridad (en términos de condiciones de salubridad, de 
acceso a una atención en salud, a servicios básicos esenciales, entre otros) […]. La Corte constata que esa falta 
de atención resulta especialmente grave cuando los afectados son personas que se encuentran en situación de 
especial vulnerabilidad, como son las niñas y niños. 

330. 	 En el presente caso, no ha sido controvertido que, como consecuencia de los hechos del presente caso, varios 
centenares de personas han tenido que desplazarse de las Comunidades del río Cacarica, dentro de las cuales se 
encuentran niñas y niños mientras que otros nacieron en condiciones de desplazamiento. Por ende, el Estado 
es responsable por la violación a los derechos de niños y niñas, por no haber desarrollado las acciones positivas 
suficientes a su favor en un contexto de mayor vulnerabilidad, en particular mientras estuvieron alejados de 
sus territorios ancestrales, período en que se vieron afectados por la falta de acceso a educación y a salud, el 
hacinamiento y la falta de alimentación adecuada.

331.	 La Corte considera que el Estado incumplió con su deber de protección especial de las niñas y niños afectados 
por las incursiones y posteriores desplazamientos forzados, toda vez que no cumplió con su obligación especial 
de protegerles en el marco de un conflicto armado no internacional. Por tanto, la Corte concluye que el Estado 
es responsable por la violación a los derechos a la integridad personal de los niños y niñas desplazados así 
como de aquellos que nacieron en situación de desplazamiento, reconocido por el artículo 5 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 19 del mismo instrumento.

	 2.2.2	 Situación de vulnerabilidad agravada cuando los desplazados son pueblos indígenas

Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de mayo de 2010

125.	 La violencia del conflicto armado tuvo un grave impacto en las familias indígenas mayas, debido a que no sólo 
ocasionó, en muchos casos, la desaparición de uno de los padres y/o la separación de los hijos, sino que también 
significó el abandono de sus comunidades y tradiciones. 

 
126.	 El Tribunal observa que la mayor parte de la población indígena maya, específicamente en las zonas rurales, vive 

en comunidades, las cuales representan  la mínima unidad de organización social con un sistema de autoridades 
propio. Las comunidades son espacios territoriales, por lo general aldeas o cantones, que cuentan con una 
estructura jurídico-política afirmada en torno a una alcaldía auxiliar, las cuales constituyen un entramado de 
relaciones sociales, económicas, culturales y religiosas.

145.	 Adicionalmente, este Tribunal estima que el desplazamiento forzado afectó de forma particularmente grave a los 
miembros de la familia Chitay Rodríguez por su condición de indígenas mayas. Tal como lo reconoció la perito 
Rosalina Tuyuc, “la conexión energética con la tierra tiene una importancia fundamental en la cosmovisión 
maya”, por lo que el abandono de la comunidad no solo ha sido material para las familias que tuvieron que huir, 
sino que también significó una gran pérdida cultural y espiritual. Así, refirió que: 

Muchos de los hijos de campesinos, o de mayas su principal conexión es la Madre Tierra. […] 
Para la cosmovisión de los pueblos mayas, principalmente está esa conexión con la tierra, con 
el aire, con el agua, con los bosques, y cuando uno está fuera de la comunidad prácticamente no 
tiene esa conexión energética, y por ello es que actualmente muchos de los miles y cientos de hijos 
huérfanos ya no saben por qué el movimiento de estas energías, por haber sido negado, inducido 
a estar fuera de su comunidad […] y  fuera de las costumbres ancestrales de los pueblos indígenas. 
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[…]

[E]sa pérdida [cultural] es incuantificable[, ya que] en muchas familias significó autoprohibirse 
[…] no hablar el idioma, no utilizar su traje, no decir de dónde es, no decir quién es papá, quién 
es mamá, ocultar hasta la identidad y ocultar el apellido, porque hablar del apellido indígena 
significaba la muerte inmediata. 

146.	 Así, el desplazamiento de los familiares de Florencio Chitay fuera de su comunidad provocó una ruptura con 
su identidad cultural, afectando su vínculo con sus familiares, su idioma y su pasado ancestral. 

147.	 En consecuencia, conforme a su jurisprudencia constante en materia indígena, mediante la cual ha reconocido 
que la relación de los indígenas con el territorio es esencial para mantener sus estructuras culturales y su 
supervivencia étnica y material, el Tribunal considera que el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas 
fuera de su comunidad o bien de sus integrantes, les puede colocar en una situación de especial vulnerabilidad, 
que “[p]or sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural […], genera un claro riesgo de extinción, 
cultural o físico, de los pueblos indígenas”21, por lo cual es indispensable que los Estados adopten medidas 
específicas de protección considerando las particularidades propias de los pueblos indígenas, así como su 
derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres  para prevenir y revertir los efectos de dicha situación. En 
el mismo sentido: Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012, párr.177.

159.	 En el presente caso, la Corte además reconoce el significado especial que tiene la convivencia familiar en el 
contexto de la familia indígena, la cual no se limita al núcleo familiar sino que incluye a las distintas generaciones 
que la componen e incluso a la comunidad de la cual forma parte. Al respecto, la perito Rosalina Tuyuc indicó 
las graves afectaciones que sufrieron las familias mayas como consecuencia de las desapariciones forzadas y el 
desplazamiento, y manifestó que:

 
[e]l conflicto armado lamentablemente quitó el derecho a muchas familias a estar ahí en familia 
[…], para nosotros el significado de tener familia significa estar con abuelo, con abuela, con papá, 
con mamá, con todos los hermanos, con los tíos y tías[, esto] fue uno de los impactos muy grandes 
porque entonces muchos de los hijos e hijas tuvieron que separarse, algunos por completo y otros 
tal vez aunque con situaciones de pobreza, de miseria, de desplazamiento, […] se quedaron dos 
o tres hijos junto a mamá. Sin embargo, [en muchos casos] esto no fue posible y por ello es que el 
impacto fue la pérdida de convivencia familiar [y] de estar bajo el núcleo de la tierra que los vio 
nacer.

160.	 Además, señaló que la desaparición del padre o de la madre no sólo significó un cambio de roles en el sentido 
de que el padre sobreviviente tuvo que asumir ese rol de ser mamá y de ser papá a la vez, sino que sobre todo 
impidió que los padres transmitieran sus conocimientos de forma oral, conforme a las tradiciones de la familia 
maya. En ese sentido, expresó que:

las familias mayas […] nunca abandonan a sus hijos, siempre está con la mamá si es mujer, […] 
con el papá […] si es varón pues ya sabe corresponde hacer en su tiempo igual está allí junto al 
papá para ver cómo se prepara la tierra, cómo se clasifican semillas, cómo también es el tiempo de 
la lluvia, del verano, de la sequía, o de muchas inundaciones, y por ello es que […] con [la pérdida 
de uno de los padres] también se corta un largo camino de aprendizaje y de educación oral.

161.	 Asimismo, los hermanos Chitay Rodríguez se vieron imposibilitados de gozar de la convivencia familiar ante 
el temor fundado que tenían de regresar a su lugar de origen por lo sucedido, inclusive por la desaparición de 
otros familiares, y debido a la necesidad de alimentarse y educarse. Por lo tanto, tuvieron que crecer separados 
dado que mientras la madre regresó a San Martín Jilotepeque con Estermerio y María Rosaura, Encarnación 
tuvo que quedarse trabajando en la capital, su hermano Pedro fue internado en un seminario y Eliseo se fue 
a ayudar a una tía en la capital. Este Tribunal nota que esta situación de ruptura de la estructura familiar se 
refleja hasta el día de hoy, ya que en la actualidad los tres hermanos menores viven en el extranjero y sólo los 
dos mayores en su país de origen […]. 

162.	 La Corte toma en cuenta que la desaparición forzada tenía como propósito castigar no sólo a la víctima sino 
también a su familia y a su comunidad […]. En el presente caso, el Tribunal considera que la desaparición 

21	 Auto 004/009 emitido el 26 de enero de 2009, Corte Constitucional de Colombia, parte 4, pág. 11. Disponible en http://www.acnur.org/biblioteca/
pdf/6981.pdf.
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de Florencio Chitay agravó la situación de desplazamiento y desarraigo cultural que sufrió su familia. Así, el 
desarraigo de su territorio afectó de forma particularmente grave a los miembros de la familia Chitay Rodríguez 
por su condición de indígenas mayas. 

3.	 MEDIDAS DE REPARACIÓN DICTADAS EN CONTEXTOS DE POBLACIÓN 
DESPLAZADA 

La Corte IDH, en casos referidos a población desplazada, ha señalado que considerando las circunstancias en 
que se desplaza a la población de sus territorios, se debe presumir el daño material, facilitando la prueba a las víctimas. 
Por otra parte, ha dispuesto como medidas de reparación, programas de vivienda, salud y restitución de tierras, y ha 
señalado que el Estado tiene la obligación de disponer todas las medidas que sean necesarias para que la población 
pueda regresar de manera segura a los territorios de los cuales fue desplazada.

3.1	 Presunción del daño material

Caso de la Comunidad Moiwana vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de junio de 2005

186.	 Los hechos probados indican que los miembros de la comunidad fueron forzados a dejar sus hogares y tierras 
tradicionales abruptamente, y se han encontrado en situación de desplazamiento continuo, en la Guyana 
Francesa o en otras partes de Suriname […].  Asimismo, han sufrido pobreza y privaciones desde su huida de 
la aldea de Moiwana, dado que la posibilidad de utilizar sus medios tradicionales de subsistencia se ha visto 
limitada drásticamente […].

187.	 La Corte, tomando en cuenta, inter alia, las circunstancias del caso y la existencia de base suficiente para 
presumir daño material (….)

Caso de la Masacre de Maripipán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005 

266.	 El Tribunal coincide con el Estado en que no han sido aportados los documentos probatorios suficientes para 
establecer en forma cierta el daño material sufrido por la mayoría de las víctimas identificadas. Sin embargo, 
también es relevante que, en las circunstancias del presente caso, los familiares de las víctimas tuvieron que 
desplazarse de Mapiripán, por lo que es comprensible el hecho de que no cuenten con los comprobantes 
debidos. Es posible que muchos de ellos se hayan visto obligados a salir abruptamente de sus hogares llevando 
consigo sólo lo indispensable (…)

267.	 En efecto, no obran pruebas suficientes para determinar los ingresos dejados de percibir, las edades ni las 
actividades a las que se dedicaban la mayoría de las víctimas. Es decir, la Corte no cuenta con elementos que le 
permitan tener una base suficiente para fijar indemnizaciones a favor de la mayoría de las víctimas por concepto 
de daño material, por lo cual fijará en equidad los montos correspondientes respecto de quienes el Tribunal 
cuenta con alguna prueba. Esto no afecta, por otro lado, la determinación a su favor de indemnizaciones y 
reparaciones por concepto de daños inmateriales en este proceso, así como tampoco lo que se determine a nivel 
interno, según fue señalado […].

Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006

375.	 Asimismo, no se cuenta con documentos idóneos en relación con el valor de las viviendas perdidas por algunas 
víctimas. Como ya ha sido señalado, la mayoría de las víctimas tuvieron que desplazarse luego de que sus 
propiedades, así como las oficinas de registros civiles, fueran destruidas por los paramilitares, por lo que es 
comprensible el hecho de que no cuenten con los comprobantes debidos. En razón de lo anterior, el Tribunal 
no determinará una indemnización por concepto de daño material a favor de las personas que perdieron sus 
viviendas y aquellas que fueron desplazadas, toda vez que dicho daño será reparado a través de otras formas de 
reparación no pecuniarias […]. 
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